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DENOMINACION DE LA LEY 



 

Fue objeto de dos enmiendas durante el TRAMITE PARLAMENTARIO  

Enmienda nº 1 grupo Podemos al título del Proyecto de Ley de suelo para su 

modificación, que quedaría como sigue: “ Proyecto de Ley de Ordenación del 

Territorio de Canarias”, justificándola en que el término “suelo” se vincula de forma 

sesgada con un aprovechamiento urbanístico de dicho recurso natural obviando otros 

valores como el medioambiental , amén de la tradición de nuestros textos anteriores. 

La enmienda fue rechazada. 

Enmienda nº 238, Grupo Parlamentario Nacionalista Canario (CC-PNC), 

igualmente al título de la ley para su modificación, que quedaría como sigue: “Ley del 

suelo y de los Espacios Naturales Protegidos de Canarias”, justificada pues al haberse 

hecho una trasposición íntegra de la regulación de los ENP contenida en el TRLOTC, 

argumentan que debe hacerse una referencia explícita a los mismos pues el ámbito de 

protección abarca no sólo el suelo sino su biodiversidad. 

La enmienda fue aprobada. 

PREÁMBULO.  

Existe en el Derecho español una arraigada tradición de que las Leyes y otras 

disposiciones normativas vayan a menudo precedidas de un Preámbulo, llamado también 

a veces exposición de motivos, aunque la aceleración y el incremento de la producción 

normativa hacen que este recurso sea cada vez más escaso e incluso más escueto y breve.  

A primera vista pareciera que su finalidad es la de explicar la oportunidad política y los 

principales rasgos técnicos-jurídicos de la disposición a la que acompañan, de ahí que 

constituyan un valioso instrumento en manos del operador jurídico. 

La CE en su art.88 establece que los Proyectos de Ley del Gobierno serán acompañados 

para su remisión al Congreso de una “exposición de Motivos” y de los antecedentes 

necesarios para pronunciarse sobre ellos. Este precepto tiene su traslación en el 

Reglamento de la Cámara alta, señalándose que cuando tras la tramitación la exposición 

de motivos vaya a formar parte del texto lo hará como preámbulo. Por tanto parece que 

la diferencia pudiera ser puramente procesal. 



 

En idénticos términos, el Decreto 20/2012 del Gobierno de Canarias, al establecer las 

directrices acerca del procedimiento y contenido de las iniciativas legislativas del 

Gobierno, establece la exigencia de que los textos incluyan una parte expositiva 

denominada “Exposición de Motivos” que declarará breve y concisamente los objetivos, 

con alusión a los antecedentes y a la competencia en virtud de la cual se dicta, asi como 

a su contenido cuando sea preciso para una mejor comprensión de la misma, evitando 

todo tipo de disertaciones o declaraciones didácticas o laudatorias. 

Lo cierto es que la propia Jurisprudencia ha dado valor a estas “justificaciones normativas 

“ y así en una Sentencia de 19 de junio de 1992 ( RJ 1992\5352) llega a decir que  “Un 

método para interpretar la «mens legis» de una norma jurídica, determinando su alcance 

y contenido, es el de acudir al Preámbulo o Exposición de Motivos de dicha norma, donde 

el Organo que la produce, explica la «ratio legis», que con ella persigue.” 

UNA LEY UNICA Y EN LO POSIBLE CON EFICACIA DIRECTA. 

La necesidad de una regulación para la ordenación, protección y uso del suelo como 

recurso natural es de todos aceptada. Las condiciones geográficas, como región 

ultraperiférica, físicas, al ser un territorio insular y por tanto fragmentado y escaso, 

paisajísticas y biológicas de enorme riqueza y socio-éconómicas, con una importante 

presión demográfica y turística, inciden positiva, pero también negativamente sobre 

dichos recursos natural.Es por ello imprescindible la existencia de una regulación que 

asegure y ordene el conjunto de los intereses tanto públicos como privados que confluyen 

y ello de una forma racional y sostenible. 

Son muchos las disposiciones normativas que desde 1985 hasta la actualidad dictadas por 

el Parlamento de Canarias para acometer la ardua e imprescindible tarea de ordenación y 

preservación del territorio tanto en sus aspectos medioambientales, territoriales como 

urbanísticos. 

Esta proliferación y dispersión, a pesar de sus logros y objetivos, contribuyendo sin duda 

a la protección y ordenación del suelo, del territorio y del paisaje de las islas,  también 

producía disfuncionalidades, de ahí sin duda el mandato del último texto legal de 2014 al 

Gobierno para que procediese a una refundición de toda la normativa anterior, con la 

facultada expresa de regularizar, aclarar y armonizar. 



 

La finalidad de los textos refundidos ha sido expuesta por el Consejo de Estado, máximo 

órgano consultivo, en numerosas ocasiones, señalando que su finalidad es la de recoge3r 

en una sola norma un conjunto de disposiciones dispersas, con dos efectos distintos: uno 

derogatorio que comporta que todas aquellas disposiciones cuyo contenido queda 

incorporado al nuevo texto quedan abrogadas como tales, aunque su contenido sí quede 

incorporado a aquél; otro efecto conservador, y en su caso, actualizador, que se concreta 

en que las normas que son refundidas siguen formando parte plena del ordenamiento 

jurídico al quedar insertas en el nuevo texto.  

Las facultades de refundición pueden alcanzar la actualización, la aclaración y la 

armonización para depurarlas y lograr su coherencia permitiéndose, como así ha 

declarado el Tribunal Constitucional, introducir normas adicionales y complementarias 

para colmatar las lagunas; ahora bien, lo que NO pueden tener los textos refundidos es 

capacidad INNOVADORA, pues se han de limitar a sustituir a las normas que refunden 

ocupando su lugar en el ordenamiento jurídico. 

Luego, aquí tenemos la primera idea base: Nos encontramos ante un NUEVO TEXO 

LEGAL cuya pretensión es la de ser UNICO y además con EFICACIA DIRECTA. Y 

esto es precisamente lo que dice el Preámbulo, perseguir un texto único donde se 

renueven las reglas que ordenen el uso del suelo en todos los ámbitos que sea preciso, 

recogiendo en una sola ley todas las normas que regulen la protección la ordenación 

y el uso del suelo, incluyendo los espacios naturales 

Con esta misma finalidad se justifica la incorporación de cuestiones que por su detalle 

debieran formar parte de un texto reglamentario. Sin embargo, en este punto, me permito 

desconfiar pues amén de las numerosas remisiones al reglamento a lo largo del articulado, 

la intención es clara cuando antes incluso de la entrada en vigor de la Ley, ya nos han 

anunciado oficialmente hasta 5 iniciativas reglamentarias, justificándolas en que a pesar 

de la complitud del texto legal, la ley no agota la regulación de la materia en algunos 

aspectos: 

1.- Proyecto de Reglamento de los instrumentos de ordenación ambiental, territorial y 

urbanística, que tendrá por objetivo concretar los principios de la ordenación, desarrollar 

las técnicas de participación ciudadana y cooperación interadministrativas, establecer un 

procedimiento común de evaluación ambiental de los instrumentos, completar el 

contenido documental, sistematizar la suspensión de los planes, así como los mecanismos 



 

de alteración. Supone la alternativa a parte del antiguo Decreto 55/2006 en cuanto a los 

procedimientos para la tramitación de instrumentos y regularía el desarrollo de la parte 

ambiental contenido en la Ley 21/2013 de evaluación ambiental 

2.- Proyecto de Reglamento sobre intervención y protección de la legalidad ambiental, 

territorial y urbanística, que tendrá por objeto la regulación detallada de los distintos 

procedimientos administrativos de concesión de licencias, comunicaciones, 

restablecimiento de la legalidad, ejercicio de la potestad sancionadora y sus garantías. 

Supone la alternativa al Decreto 183/2004, de gestión y ejecución. 

3.- Proyecto de Reglamento de ejecución del planeamiento, regulando plazos, todo lo 

relativo a la delimitación de unidades de actuación, bases y estatutos de las entidades de 

gestión urbanística y patrimonios públicos de suelo. Supone la alternativa a parte del 

Decreto 183/2004 de gestión y ejecución. 

4.- Proyecto de Reglamento de Organización y funcionamiento del Registro de 

Planeamiento, en desarrollo del art.23 de la Ley. 

5.- Proyecto de Reglamento de organización y funcionamiento del Observatorio de 

Paisaje de Canarias. 

Con esta misma actuación también la Ley TIENE EFICACIA INMEDIATA sin periodo 

de adaptación, ni plazo alguno para ello, limitándose a remitirla al primer procedimiento 

de revisión que se acometa. 

CRITERIOS DE ACTUACION EN LA ELABORACION DEL NUEVO TEXTO 

LEGAL 

1.- Simplificación, entendida como reducción de cargas y trámites excesivos e 

innecesarios, pero a la vez, clarificando procedimientos. Como ejemplo de ello se nos 

indica la sustitución de la licencia por la comunicación previa allí donde sea admisible; o 

la necesidad de doble título habilitante (calificación/licencia); o la integración de la 

evaluación ambiental en el procedimiento de aprobación del instrumento de 

planeamiento. 



 

2.- Racionalización, mediante una reordenación de las reglas y los instrumentos de 

intervención sobre el suelo. Por ejemplo, aclarando las esferas de actuación del 

planeamiento insular y general; actuación sobre los excesos regulatorios, etc. 

3.- Actualización de la normativa para dar respuesta a las nuevas necesidades. Por poner 

un ejemplo, la renovación de la ciudad consolidada. 

4.- No regresión de las decisiones territoriales básicas.- La simplificación, la 

racionalización y la actualización del marco normativo no puede implicar la vuelta atrás 

en las decisiones ya adoptadas que afectan al territorio y que por su trascendencia y 

consolidación se califican de ESTRUCTURALES. Es el caso de los ENP y de los 

incluidos en la Red Natura 2000, pero también es el caso de la contención en el consumo 

del suelo rústico, de la reconducción del uso residencial en el suelo rústico a los 

asentamientos; de la compacidad en el  crecimiento de las ciudades, exigiendo la 

contigüidad del suelo urbanizable al urbano; o de la prohibición de clasificar nuevo suelo 

con destino turístico. 

OBJETIVOS Y PRINCIPIOS RECTORES 

El eje va a ser el principio constitucional de desarrollo sostenible, que no es otra cosa 

que lograr el difícil equilibrio de, por un lado, facilitar la actividad económica y social en 

los suelos aptos para el desarrollo, renovando las reglas aplicables, y paralelamente por 

otro, mantener la protección y conservación de los espacios y los suelos más valiosos de 

las islas.  

Para ello asume como propios los principios y criterios de actuación de las Directrices de 

Ordenación General que incorpora, así como los principios de desarrollo territorial y 

urbano formulados por la legislación básica del estado y que se materializan en el art.3 

del RDL 7/2015, de 30 octubre, por el que se aprueba el Texto refundido de la ley del 

suelo y rehabilitación urbana. 

¿Qué significa esto? Pues significa que las políticas públicas en esta materia deben 

propiciar el uso racional de los recursos naturales armonizando los requerimientos 

de la economía, el empleo, la cohesión social, la igualdad de trato y de oportunidades, 

la salud y la seguridad de las personas y la protección del medio ambiente. 

Este principio de desarrollo territorial y urbano sostenible va a tener repercusiones 

importantes. Así, resulta de máximo interés la STS de 1 junio 2016, (rec. Casación 



 

1174/2015) en cuanto aquel va a suponer un límite a la discrecionalidad de la potestad de 

planeamiento y a la motivación de ésta (referido a la innecesaridad de clasificar nuevo 

suelo industrial cuando el existente aún no está agotado) 

El principio pone de relieve la necesidad de atender a un uso más racional de los recursos 

existentes, en concreto, del suelo, armonizando los requerimientos de todos los 

agentes que componen el sustrato productivo del país (propietarios, promotores, 

ecologistas, usuarios, administraciones) y el garante principal de ello es la Administración 

competente, al llevar a cabo las distintas políticas y actuación. 

De ahí que en su desarrollo la Ley expresamente recoja, fiel a las legislaciones europeas, 

estatales y autonómicas y a la Jurisprudencia que, en cuanto afecten al medioambiente, 

las intervenciones públicas se atendrán a los siguientes principios: 

a) Prevalencia de la protección ambiental sobre la ordenación territorial y 

urbanística, acorde con la Ley Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, 

establecida por primera vez en nuestro ordenamiento jurídico con la Ley 1989 de 

ENP y de la Flora y fauna , en desarrollo del art.45 CE, que fue el que consagró 

como derecho fundamental el derecho a un medio ambiente adecuado y el deber 

de protegerlo. 

b) Principio precautorio y de incertidumbre, que significa que las decisiones que 

afecten al medioambiente deberán ser pospuestas cuando no se conozcan con 

suficiente detalle sus consecuencias en cuanto a los posibles daños irreversibles 

sobre elementos autóctonos y otros elementos merecedores de protección. 

La definición inicial del principio precautorio o de precaución se adoptó en la 

Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de 

Rio de Janeiro en 1992, al señalar que: “Cuando haya peligro de daño grave o 

irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón 

para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para 

impedir la degradación del medio ambiente”. El principio de precaución se 

menciona en el artículo 191 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. 

Pretende garantizar un elevado nivel de protección del medio ambiente mediante 

tomas de decisión preventivas en caso de riesgo. No obstante, en la práctica, su 

ámbito de aplicación es mucho más amplio y se extiende asimismo a la política 

de los consumidores, a la legislación de la Unión Europea (UE) relativa a los 



 

alimentos, a la salud humana, animal y vegetal. Recogido también en la Ley 

Patrimonio Natural y de la Biodiversidad. 

c) Principio preventivo que significa que las decisiones relativas a la prevención y 

ataque a las causas de disminución de la sostenibilidad o sus amenazas se 

priorizarán sobre las restauradoras. 

Ambos principios parecen idénticos pero hay un matiz y está en el grado de 

conocimiento que se tenga de los efectos perjudiciales para el medio ambiente. 

d) Principio de mínimo impacto de las actividades perjudiciales para el medio 

ambiente. 

e) Principio de equidad intra e intergeneracional que garantice las posibilidades y 

oportunidades de uso a todos los sectores de la sociedad y a las generaciones 

futuras. 

f) Principio de no regresión de los espacios naturales, que implica que  “la protección 

del medio ambiente, asegurada por las disposiciones legislativas y reglamentarias, 

solo puede ser objeto de mejora constante”. Descarte por tanto de todas aquellas 

medidas que conlleven a disminuir o afectar negativamente los niveles de 

protección ya alcanzados, salvo que esté debidamente justificado. 

 

EL REGIMEN JURIDICO DEL SUELO 

La historia del Derecho urbanístico español contemporáneo se forjó en la segunda mitad 

del siglo XIX, en un contexto socio-económico de industrialización y urbanización, en 

torno a dos grandes tipos de operaciones urbanísticas: el ensanche, para la creación de 

nueva ciudad y la reforma interior, para el saneamiento y la reforma de la existente. Dicha 

historia cristalizó a mediados del siglo XX con la primera ley completa en la materia, la 

Ley del Suelo de 1956, de la que sigue siendo tributaria nuestra tradición posterior, hasta 

tal punto que las principales técnicas e instituciones urbanísticas actuales proceden de 

entonces: la clasificación del suelo; la técnica de la planificación; la ejecución de dichos 

planes prácticamente identificada con la urbanización sistemática, ya sea pública o 

privada proceden de aquella época. Ahora bien, desde aquella época se ha producido una 

cambio sustancial en varios sentidos. 



 

En primer lugar, la Constitución de 1978 establece un nuevo marco de referencia para la 

materia, tanto en los principios orientadores como en lo organizativo.  

- En lo dogmático pues como hemos visto, las diferentes actuaciones concurrentes 

en la materia deben contribuir de manera leal a la política de utilización racional 

de los recursos naturales y culturales, en particular el territorio, el suelo y el 

patrimonio urbano y arquitectónico, que son el soporte, objeto y escenario 

necesario de aquéllas al servicio de la calidad de vida. 

-  Pero además, del nuevo orden competencial instaurado por el bloque de la 

constitucionalidad, según ha sido interpretado por la doctrina del Tribunal 

Constitucional, especialmente a raíz de las STC las número 61/1997 y 164/2001, 

resulta que es a las Comunidades Autónomas a quienes les corresponde diseñar y 

desarrollar sus propias políticas en materia urbanística, sin perjuicio de las 

competencias concurrentes del Estado que no deben entorpecer aquella. Así, la 

legislación estatal prescinde por primera vez con la Ley 2007 (y después TR 2008 

y TR 2015) de regular técnicas específicamente urbanísticas como las 

anteriormente citadas correspondiendo ello a las legislaciones autonómicas, 

ciñéndose el Estado a garantizar en estas materias las condiciones básicas de 

igualdad en el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los deberes 

constitucionales de los ciudadanos. 

La Ley del Suelo de 1956 también supuso una transformación de la relación existente 

entre el territorio y las construcciones que su ubicaran sobre el mismo; si hasta ese 

momento el suelo representaba el valor fundamental, a partir de ese momento tan sólo 

será el lugar de localización, lo que determinará que el valor fundamental se sitúe ahora 

en la capacidad de generación de riqueza que tenga ese suelo, es decir, de generar 

aprovechamiento, resultando que esta capacidad no es obra del propietario por el hecho 

de serlo sino  que es una consecuencia de la colectividad, con lo que tal decisión pasa a 

ser una función pública, y la propiedad del suelo a desempeñar una función social. Y todo 

esto se formaliza a través de la definición del conjunto de deberes y derechos que 

conforma el estatuto jurídico de la propiedad del suelo en función del interés público. Eso 

significa “tener una regulación estatutaria”, procede del texto o norma legal. 



 

Este régimen jurídico-urbanístico objetivo de la propiedad (que no del propietario) del 

suelo se incorpora a la legislación que la CCAA, respetando las condiciones básicas que 

marque la legislación estatal, se caracteriza por las siguientes notas: 

a) La función social de la propiedad, que delimita el contenido de facultades, pero 

también de deberes urbanísticos y por tanto, condiciona su ejercicio (art.26.1) y, 

como consecuencia también: 

a. El reparto equitativo de beneficios y cargas derivados de la obra 

urbanizadora 

b. La participación de la comunidad en las plusvalías generadas. 

b) Adecuación del uso de los terrenos, construcciones o edificaciones a la 

ordenación territorial y urbanística pero también a las determinaciones 

ambientales y a las medidas de protección de los ENP y del patrimonio 

histórico  

c) Contenido del estatuto jurídico: Los derechos: 

o Usar, disfrutar y explotar los terrenos conforme a su clasificación, 

categorización y calificación : El aprovechamiento urbanístico fijado por 

el Plan (la previsión de edificabilidad por la Ley) por sí mismo no se 

integra en el contenido del derecho de propiedad del suelo , sino que es 

resultado del llamado “proceso urbanístico”,. Disociación entre ambos, de 

ahí que el contenido urbanístico del derecho de propiedad haya de 

materializarse y su patrimonialización se llevará a cabo con el ejercicio 

efectivo de los derechos y el cumplimiento de las cargas. (art.26.2) 

o Las falcultades anteriores alcanzan hasta el vuelo y el subsuelo en los 

términos que fije el Planeamiento. Esto conllevará que si el planeamiento 

no establece por ejemplo edificabilidad en el subsuelo, el propietario no 

podrá considerarla patrimonializable… 

o La facultad de disposición sobre los terrenos, siempre que no incumpla la 

legislación sobre formación de fincas  

 

d) Los deberes: 



 

o Destinarlos a los usos previstos por la ordenación. 

o Conservarlos en las condiciones legalmente exigibles. Al deber general de 

conservación de terrenos y edificaciones por razón de ornato, seguridad y 

salubridad se añade ahora la obligación de realizar las obras necesarias por 

motivos turísticos o para la mejora de la calidad y sostenibilidad 

procediendo incluso a su rehabilitación. Límite el 50% valor construcción 

nueva planta equivalente en características constructivas y superficie. 

o Obtener los títulos habilitantes previamente. 

o Respetar los límites impuestos legislación sectorial. 

o Subrogación de terceros adquirentes. 

La legislación básica estatal, en cuanto al establecimiento de las condiciones mínimas de 

igualdad para el ejercicio de los derechos y en concreto del de propiedad del suelo, desde 

la Ley 2007 renunció a la técnica de la clasificación y categorización, precisamente 

influenciada por la doctrina del TC en su Sentencia 61/1997, al considerar que como 

técnicas estrictamente urbanísticas correspondía a las CCAA. En su lugar, opta por 

establecer el régimen jurídico básico de los terrenos en función de su situación a origen, 

de su estado actual, distinguiendo así los dos estados básicos en que puede encontrarse 

el suelo según sea su situación rural o urbana, para determinar el contenido del derecho 

de propiedad.  

A partir de ahí, y haciendo uso de las técnicas urbanísticas de la clasificación y 

calificación, como las anteriores autonómicas, la Ley 4/2017 concreta el estatuto jurídico 

de la propiedad del suelo.  

En cuanto a la clasificación, esto es, la división en función del destino urbanístico del 

suelo, mantiene la clásica en tres grupos y a la vez la denominación tradicional autónoma: 

Suelo urbano, suelo urbanizable y suelo rústico, pero a la vez, establece una equiparación 

con la división que la legislación estatal realiza en función de la situación básica en que 

se encuentran los terrenos, urbano o rural. 

A tales efectos, el art. 31 establece que: 

- Se encuentran en la situación básica de suelo rural: 

- Los suelos clasificados y categorizados como suelos rústicos 



 

- Los suelos clasificados y categorizados como suelos urbanizables hasta la 

recepción de la urbanización 

- Se encuentran en la situación básica de suelo urbano: 

 - los suelos clasificados y categorizados como suelo urbano 

 - los suelos clasificados y categorizados como asentamientos asimilados a suelo 

urbano. 

Respecto de la categorización es la técnica para subdividir una clase de suelo en otras en 

función de concretas características comunes, normalmente físicas. Por último, la 

calificación es la técnica para determinar y definir los usos e intensidades de que sean 

susceptibles los terrenos o parcelas y, en su caso, las edificaciones, mediante la división 

de los terrenos en zonas destinadas cada una de ellas a un uso e intensidad específica. 

A resaltar respecto de cada clase: 

SUELO RUSTICO: Estar excluido de transformación, sujeto a algún régimen de 

protección o ser merecedor de ella, ya sea por su condición natural de bien demanial, ya 

sea por legislación sectorial; ser procedente su preservación o necesaria de protección; 

ser pertinente para el mantenimiento de infraestructuras, inadecuados para servir de 

soporte a aprovechamientos urbanos o preservar del proceso urbanizador para la 

salvaguarda del ecosistema o del modelo. 

- Refuerzo de la clase de suelo Rustico: 

o Todo el suelo que no sea urbano o urbanizable será suelo rústico. 

Refuerzo.  

o Tratamiento diferenciado y más extenso en la Ley,: 

- Categoría diferenciada para el suelo rustico de infraestructuras, 

compatible con cualquier otra. En este punto sin embargo habría que decir 

que eso ya era así antes. El derogado art.55 del TRLOTC definía tal 

categoría como “5) Suelo rústico de protección de infraestructuras y de 

equipamientos, para el establecimiento de zonas de protección y de 

reserva que garanticen la funcionalidad de las infraestructuras viarias, de 

telecomunicaciones, energéticas, hidrológicas, de abastecimiento, 

saneamiento y análogas, así como para la implantación de los 



 

equipamientos y dotaciones en suelo rústico. Esta categoría será 

compatible con cualquier otra de las previstas en este artículo.” La única 

distinción que yo veo es en la denominación, que elimina el término de 

equipamientos, y en la exigencia explícita de justificar la ubicación sobre 

suelo de protección ambiental o agrario por su funcionalidad o dificultad 

técnica de situarse en otras categorías, lo cual no deja de ser una 

redundancia en tanto las decisiones de planeamiento han de estar 

debidamente motivadas;  

- Dice el Preámbulo…que“ el suelo rústico de protección territorial 

pasa a convertirse en suelo rústico común, que opera como reserva de 

suelo en lugar de los suelos urbanizables no sectorizados”. Sustitución 

del suelo rustico de protección territorial por el suelo rustico común. 

Esto va a tener unas repercusiones muy importantes, y aquí sí que existe 

un elemento novedoso en la Ley. No estamos ante un cambio de 

denominación únicamente, pues según el Preámbulo este suelo rustico 

común, tiene por vocación  constituirse en reserva en lugar del antiguo 

suelo urbanizable no sectorizado, en definitiva susceptible de 

transformación mediante la urbanización aunque a medio o largo plazo. 

Pero es que ese no era el significado que el legislador dio al anterior 

suelo de protección territorial, al menos yo no lo entendía así: 

o 1º, porque, Desde el punto de vista formal era imposible que un 

suelo rustico, por definición de su propia clase, en general,  estaba 

y debe estar excluido de transformación, y por tanto no puede estar 

destinado a cumplir la finalidad de otra clase de suelo “el de 

urbanizable”; para eso ya existía la categoría de urbanizable no 

sectorizado  

o 2º, porque desde el punto de vista material, precisamente la 

inclusión en esta categoría de suelo rústico conllevaba la decisión 

de preservarlo de cualquier transformación y desarrollo y ello 

precisamente en garantía del modelo territorial adoptado, por el 

valor del medio rural no ocupado, en salvaguarda del ecosistema 

insular y su capacidad de sustentación de desarrollo urbanístico. 

¿No les suena esto a desarrollo sostenible? Este suelo era el 

contrapeso a todo aquel que servía de soporte a las distintas 



 

actividades y usos en garantía del equilibrio necesario para que el 

desarrollo fuese sostenible. Evidentemente, existieron otras 

interpretaciones.  

o La sostenibilidad del modelo habrá que buscarla con otras 

herramientas.  

- Nueva conceptuación de los asentamientos rurales y agrícolas. 

Personalmente prefería más la conceptuación de asentamiento rural 

ofrecida por la Directriz 64 como “formas tradicionales de poblamiento 

rural”, porque considero incluía una connotación de identidad de la 

población con un territorio y de voluntariedad de vivir en comunidad, a lo 

que se sumaba el matiz histórico (eran los antiguos pueblos, aldeas del 

campo, del medio rural). La definición ahora ofrecida es más aséptica. Su 

ubicación en el suelo rústico es anecdótica, desapareciendo incluso 

cualquier vestigio de actividades primarias. De ahí que no entiendo ni 

mucho menos comparto, precisamente por las peculiaridades de cada isla, 

y por las dificultades que ha generado hasta ahora el tema de los 

asentamientos y especialmente su delimitación, que se vuelva a caer en el 

error de ponerle apellidos tales como el número de viviendas, el número 

de personas, o la distancia en metros entre unas y otras edificaciones, 

máxime cuando la propia Ley deja que sean los Planes Insulares los que 

establezcan determinaciones al respecto.  

- Un dato más, habla la Ley de que aquellos asentamientos que reúnan los 

requisitos del suelo urbano consolidado tendrán la consideración de suelo 

urbanizado. ¿Por qué entonces no clasificar y llamar como urbano? 

- Potenciación de los suelos de protección económica y de las actividades 

que en ellos se realizan para atender no sólo a los niveles artesanales o 

tradicionales sino también los de carácter profesional que garanticen la 

supervivencia del sector primario. La Ley va a distinguir entre usos 

ordinarios o propios y dentro de éstos entre los que podríamos 

complementarios, que son aquellos conformes con el destino o vocación 

natural del suelo; y usos de interés público y social, de carácter 

excepcional y excluidos de las categorías de SRPN y SRPAG. 

-  



 

CLASIFICACION CATEGORIZACION SUBCATEGORIZACION 

 S. R. Protección 

Ambiental SRPA 

 

SR Protección Natural SRPN 

S.R. Protección Paisajística SRPP 

S.R. Protección Cultural SRPC 

S.R. Protección de entornos SRPEN 

S.R. Protección Costera SRPC 

Suelo Rustico de 

Protección Economica 

SRPE 

S.R. Protección Agraria SRPAG 

S.R. Protección Forestal SRPF 

S.R. Protección Hidrológica SRPH 

S.R. Protección Minera SRPM 

Suelo Rústico de 

Asentamiento SRA 

SR,Asentamiento Rural SRAR 

SR Asentamiento Agricola SRAG 

SUELO RUSTICO Suelo Rústico de 

Protección de 

Infraestructuras SRPI 

 

Suelo Rústico Común 

SRC 

S.R. Común de reserva SRCR 

S.R. Común ordinario SRCO 

 

 

SUELO URBANIZABLE: Terrenos que el planeamiento clasifique para su 

transformación mediante su urbanización para atender a necesidades reales que no 

puedan ser atendidas por los existentes. 

- Se trata de una clasificación excepcional. 

- Desaparece la consideración por tanto entre sectorizados y no 

sectorizados. Unicamente se distingue entre ordenados y no ordenados. 

- Mantiene criterios de contigüidad con suelo urbano pero no cabe con 

asentamientos. 



 

SUELO URBANIZABLE  S.Urble. Ordenado 

 

S. Urble. No ordenado 

 

 

SUELO URBANO: Terrenos que estando integrados legalmente o siendo susceptibles 

de integrarse en una trama o malla urbana, el planeamiento incluya por estar 

transformados por la urbanización por contar con acceso rodado, abastecimiento agua, 

evacuación agua residual (incluyendo fosas sépticas), suministro de energía eléctrico en 

condiciones de pleno servicio tanto para edificaciones preexistentes como previstas. Se 

incorpora el primer cruce con calle urbana en las travesías. 

Consolidados por la edificación por ocupar al menos dos tercios de espacios aptos para 

la misma. 

Concepto de malla o trama urbana. 

Concepto material de suelo urbano. También el que reuna los requisitos aunque no 

esté clasificado. ¿No sería suelo urbano un asentamiento rural que reuniese tales 

requisitos? 

 

SUELO URBANO Suelo urbano consolidado 

Suelo urbano no consolidado 

 

 

 

 



 

LOS INSTRUMENTOS DE ORDENACION 

Otro de los signos de continuidad con la legislación anterior es la construcción de la 

ordenación territorial, urbanística y medioambiental sobre la base de la técnica de la 

planificación, con algunas y sonadas excepciones y también con novedades importantes. 

- Bajada de rango del instrumento regional de política territorial y 

urbanística que son las Directrices, que ahora tendrán naturaleza 

reglamentaria. 

- Eliminación de algunos instrumentos anteriores dada su falta de 

operatividad, por ej, las instrucciones técnicas o los PAT de gran 

trascendencia, estos últimos por otras razones; y  Aparición de otros 

nuevos de naturaleza excepcional, esperemos aunque todo hace pensar que 

serán la estrella, como son los proyectos de interés insular o autonómico, 

que aportan flexibilidad , simplificación y rapidez de tramitación, frente a 

la mayor rigidez del planeamiento tradicional. 

- Aplicación del principio de contención normativa en el planeamiento, 

lo que conllevará no sólo delimitar de forma precisa el contenido y 

determinaciones de cada uno de los instrumentos sino el adelgazamiento 

de muchos de ellos. Es de destacar el hecho de que cualquier 

determinación que exceda este mandato se considerará NULA DE PLENO 

DERECHO (entiendo que la cobertura de dicha consecuencia se encuentra 

en el art.47.1.g) Ley 39/2015, cuando se establezca expresamente en una 

disposición con rango de ley. 

- El reconocimiento explícito de la isla como la unidad básica de 

planeamiento de los recursos naturales y del territorio; y el municipio 

como la unidad de ordenación urbanística. 

- Tramitación integrada del proceso de evaluación ambiental con el de 

aprobación del instrumento de ordenación. La aprobación, 

modificación sustancial y “adaptación “ de los instrumentos de 

planeamiento se someterán al procedimiento de evaluación ambiental de 

planes y programas en los términos de la ley estatal 2013, contemplándose 

dos procedimientos, uno simplificado y otro ordinario. El órgano 



 

ambiental, de acuerdo con la normativa europea y estatal se disocia 

funcional y orgánica del órgano sustantivo que es el competente para la 

aprobación del instrumento, manteniéndose la competencia de ambos 

órganos en algunos casos en el mismo nivel geográfico. 

- Adecuación de las competencias en materia de aprobación de 

planeamiento en coherencia con el modelo de organización territorial 

del Estado establecido en la Constitución y reparto de competencias 

Estado/CCAA/EELL, lo que se va a materializar en un procedimiento 

monofásico en la aprobación de los planes, dando así oportunidad a un 

ejercicio efectivo de la institución de la autonomía local , reformulando las 

relaciones interadministrativas hacia principios como la colaboración, 

cooperación y lealtad institucional.  

Resaltar el informe único del órgano autonómico en la tramitación del 

planeamiento, de carácter preceptivo y vinculante, limitado a cuestiones 

de competencia autonómica pero en el que se PUEDEN INCLUIR 

cuestiones de legalidad advertidas para su comunicación a la entidad local 

promotora. ¿ SE MANTIENEN LOS ANTIGUOS CONTROLES DE 

LEGALIDAD POR OPORTUNIDAD? 

- Planeamiento general estructural obligatorio mínimo (a través del 

PGO) y pormenorizado facultativo (generalmente a través de Planes de 

Desarrollo). 

- Consideración de la modificación de planeamiento como la regla 

general  y la revisión la excepción y en casos tasados. 

- En cuanto a los efectos de la aprobación de los planes, recuperación del 

régimen tradicional de fuera de ordenación 

 

CLASIFICACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS DE ORDENACION 

Por su contenido sustancial: 

1.- ordenación ambiental y territorial 

 1.1- instrumentos de ordenación general de los recursos naturales y del territorio. 



 

- Directrices de Ordenación General/sectorial 

- Planes Insulares: 

1.2,. Instrumentos de Ordenación ambiental: planes y normas de los ENP. 

1.3.- Instrumentos de ordenación territorial: Planes territoriales parciales y 

especiales. 

2.- Ordenación urbanística: Normas técnicas de planeamiento, instrumentos municipales 

y planes de modernización, mejora e incremento de la competitividad turística. 

Por su ámbito territorial: 

1.- Ambito insular: 

 1.1. Plan insular de Ordenación. (instrumento de ordenación territorial general de 

la isla) 

 1.2. Planes de ordenación de los recursos naturales de los ENP (PORN) 

 1.3. Planes y normas de ENP 

• Planes rectores de uso y gestión de parques nacionales*, naturales 

y rurales.´ 

o Planes de desarrollo sectorial de parques nacionales. 

• Planes directores de reservas naturales integrales y especiales 

• Planes especiales de los paisajes protegidos 

• Normas de conservación de monumentos naturales y sitios de 

interés científico. 

• Planes de protección y gestión de lugares de la Red Natura no 

incluidos en la red canaria de ENP. 

 1.4. Planes y normas de ENP incluidos en Red Natura 2000 

1.5. Planes Territoriales parciales y especiales (instrumento de ordenación 

territorial de desarrollo de Planes insulares o Directrices) 

2.- Ámbito municipal. 



 

 2.1. Normas Técnicas de Planeamiento urbanístico 

 2.2. Planes Generales de Ordenación. 

  - ordenación estructural obligatoria 

  - ordenación pormenorizada. 

 2.3. Instrumentos urbanísticos de desarrollo. 

- Planes parciales 

- Planes especiales 

2.4. Planes de modernización, mejora e incremento de la competitividad  

2.5. Programas de actuación sobre el medio urbano. 

2.6. instrumentos complementarios 

 - estudios de detalle. 

 - catálogos. 

 - ordenanzas municipales de edificación y urbanización. 

 - ordenanzas provisionales insulares y municipales, para atender a 

necesidades de modificación de la ordenación territorial y urbanística que no 

pueda esperar a ésta, y con los mismos efectos del planeamiento al que 

transitoriamente reemplacen. 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                   

Otras figuras en desarrollo de Planes Insulares/Directrices /o autónomos: 

 Proyectos de interés insular o autonómico, tienen por objeto ordenar y diseñar 

para su inmediata ejecución, o bien ejecutar sistemas generales, dotaciones y 

equipamientos estructurantes o de actividades industriales, energéticas, turísticas no 

alojativas, culturales, deportivas, sanitarias o análogas de carácter estratégico, cuando se 

trate de atender necesidades sobrevenidas o actuaciones urgentes, debidamente 

motivadas. Se pueden implantar en cualquier clase de suelo aunque en el SRPA deberá 

acreditarse que no existe alternativa viable y sea requerido por la funcionalidad de la obra 

de que se trate. En el SRPAG solo los públicos. 



 

 

 

LA ORDENACION DE LOS ESPACIOS NATURALES PROTEGIDOS 

Anécdota de la creación del primer parque nacional en 1870 en EEUU de “Yellowstone”. 

En ese fin de siglo XIX en lo que hoy son los EEUU de América, prácticamente sólo 

estaba poblado la costa este, el resto salvaje oeste, estaba por colonizar. Se decide 

acometer una expedición en busca de nuevas tierras. La expedición, formada por 

importantes personalidades contó incluso con la protección del ejército precisamente en 

previsión de seguros ataques indios. Lo que encontraron les maravillo tanto que 

consideraron que aquella maravilla natural (no sólo paisajística, vegetal sino animal, 

mineral, etc) no podía ponerse en manos de ninguna persona particular, era digna de 

preservar para que fuese disfrutada por todos los hombres. Convencidos de ello se 

organizó una segunda expedición para documentarlo y de ahí pasó al Congreso para su 

aprobación por Ley 

Los espacios naturales protegidos son un concepto muy antiguo. En un sentido amplio, 

incluyendo todos aquellos terrenos naturales que por sus características naturales 

merecían algún régimen de protección  se remontan bastante atrás, cuando se crean en 

España los catálogos de montes de utilidad pública por una ley de 1859. Ahora bien, 

circunscrito a los espacios formalmente declaradas como tales espacios naturales 

protegidos, el primer precedente está en la ley de parques nacionales de 1916. En Canarias 

tuvimos que esperar un poco más hasta sendos decretos de 1954, que declararon los 

parques nacionales del Teide en Tenerife y de la Caldera de Taburiente en La Palma. 

Desde entonces hasta ahora, ha llovido bastante. A día de hoy, en Canarias, el 40% de su 

territorio está protegido. 

Los criterios para la declaración de espacios naturales protegidos han ido variando con el 

tiempo, y el régimen de protección y de gestión seguido en cada época también ha ido 

evolucionando, desde una perspectiva inicial de tipo sectorial (forestal, urbanista, 

cinegética, etc.) a otra más reciente de carácter integral. Podríamos distinguir las 

siguientes etapas, que se corresponderían con los distintos periodos normativos: 



 

1)Periodo (de 1872-1975), caracterizado por el “espíritu de Yellowstone”: Se caracteriza 

por el nacimiento, la organización y la consolidación de los primeros ENP, 

principalmente parques nacionales, y por una concepción estática de la naturaleza: los 

parques se miraban como museos naturales que había que preservar. Estos criterios 

estético-paisajísticos fueron el común denominador de las primeras declaraciones de 

grandes y majestuosos espacios naturales en España, siempre bajo el influjo de 

Yellowstone. La administración inicial fue prácticamente nula, pero poco a poco 

comenzó a surgir una tímida gestión forestal que acabaría por implantar sus criterios 

durante largo tiempo. 

 2) etapa, de crecimiento de los ENP (1975-1992). Se caracteriza por el desarrollo del 

sistema de los ENP con la creación de nuevas figuras y un aumento espectacular de la 

superficie declarada y del número de declaraciones. Utilización además de instrumentos 

como la planificación y la gestión y el papel creciente de los organismos internacionales 

y las redes. De la finalidad protectora, se amplia a otras como la conservación, la actividad 

científico-investigadora, la histórico-cultural, la educativa y la socioeconómica. 

3) Periodo, a partir de 1992, se inicia con la Cumbre de Rio de Janeiro de 1992. A partir 

de este momento, los ENP deben integrarse en la política global de conservación y 

desarrollo sostenible, por tanto deben integrarse en su entorno adyacente, de forma 

dinámica, con una gestión descentralizada y en el marco de una planificación integral, 

que tenga en cuenta los diferentes intereses sociales , económicos, territoriales y 

urbanísticos, además de los puramente ambientales. 

SUCESION DE TEXTOS LEGALES REGULACION ENP ( ESTADO, COMPT. 

EXCLUSIVA LEG.BASICA/CANARIAS, DESARROLLO LEGISL.) 

LEY DE PARQUES NACIONALES DE 1916 

LEY DE ESPACIOS NATURALES PROTEGIDOS DE 1975 

LEY DE DECLARACIÓN DE ESPACIOS NATURALES DE CANARIAS DE 1987 

- acomete la primera regulación de los ENP tras las transferencia de funciones y 

servicios  por el Estado y la asunción con el Estatuto de Autonomía de competencias 

exclusivas sobre la materia de conservación de la naturaleza. 



 

- Establece una regulación meramente declarativa. 

LEY DE CONSERVACIÓN DE LOS ESPACIOS NATURALES Y DE LA FAUNA Y 

FLORA SILVESTRES DE 1989 

- Primera norma dictada en desarrollo art.45 CE que reconoce el derecho a disfrutar 

de un medio ambiente adecuado, estableciendo el régimen jurídico de los recursos 

naturales, más allá de los ENP. 

- La idea rectora será la conservación, más allá de la protección, fiel a los principios 

de la Declaración de Rio. 

- Utiliza la técnica de la planificación para la protección de los recursos naturales, 

creando la figura de los PORN, instrumento integral de todos los recursos naturales, así 

como de los espacios y las especies. 

- Se reduce la anterior dispersión de categorías de protección. 

- Traspone el Derecho comunitario. 

- Recoge la coordinación entre las nuevas administraciones autonómicas. 

LEY DE ESPACIOS NATURALES DE CANARIAS DE 1994 

 - establece un régimen jurídico general de los ENP, “regulador”, frente al carácter 

meramente declarativo de la Ley 1987, pasando de una conservación “pasiva” a otra 

“activa”. 

 - Coordina la planificación en materia de recursos naturales con la territorial y 

urbanística y a tal efecto enmarca la ORN en los Planes Insulares, de ahí que adecúe la 

ordenación de los recursos naturales al ámbito insular. 

 - participación más activa de los Cabildos tanto en la gestión de los ENP como en 

la potestad sancionadora. 

LEY DE ORDENACIÓN DEL TERRITORIO DE CANARIAS Y ENP Y TRLOTC 

1999 Y 2000 



 

 

Siguiendo el criterio legislativo iniciado en la Ley 12/1994, de Espacios Naturales de 

Canarias de 1999, la Ley 9/1999 de ordenación del territorio del Canarias, articulo un 

sistema de planeamiento integral que contemplaba todas las variables que inciden en la 

planificación (ambientales, de estructuración territorial y urbanística), esquema que 

continuó el TRLOTC vigente hasta ahora.  

LA LEY DEL PATRIMONIO NATURAL Y DE LA BIODIVERSIDAD DE 2007 

La Ley 42/2007 estatal del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad mantiene entre los 

instrumentos básicos del mismo los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales 

creados en la Ley 4/1989, perfilándose como el instrumento específico de las 

Comunidades autónomas para la delimitación, tipificación, integración en red y 

determinación de su relación con el resto del territorio, de los sistemas que integran el 

patrimonio y los recursos naturales de un determinado ámbito espacial. Las disposiciones 

contenidas en estos Planes constituirán un límite de cualesquiera otros instrumentos de 

ordenación territorial o física, prevaleciendo sobre los ya existentes, condición 

indispensable si se pretende atajar el grave deterioro que sobre la naturaleza ha producido 

la acción del hombre.  

Llegamos ahora a la Ley 4/2017 donde continuando con el sistema establecido desde la 

ley 1999 se contempla de forma integradora tanto el régimen urbanístico del suelo como 

el relativo al aspecto ambiental del mismo. Hasta tal punto ha querido señalarse tal 

aspecto que la Ley inicialmente denominada “del suelo”, modificó su denominación 

mediante una enmienda y así paso a llamarse Ley del Suelo y de los Espacios Naturales 

de Canarias. 

En cuanto a la Red Natura 2000, se mantiene íntegramente el régimen anterior, con las 

necesarios ajustes en cuanto a la evaluación ambiental estratégica. 

En lo sustancial,  

- Se establece una regulación conjunta en el mismo título de los ENP y los 

espacios de la Red Natura 2000 

- se continúa con el espíritu iniciado en la Ley de 1994 : así el principal 

objetivo será la conservación pero compatibilizándolo con el desarrollo 



 

socio-económico y el uso sostenible en cuanto se funda en el principio de 

no regresión de las áreas protegidas. Este principio de no regresión, ha sido 

considerado como una "cláusula de statu quo" o "de no regresión", con la 

finalidad, siempre, de proteger los avances de protección alcanzados en el 

contenido de las normas medioambientales, con base en razones 

vinculadas al carácter finalista del citado derecho medioambiental. 

- Se mantienen las categorías existentes: parques, naturales y rurales; 

reservas naturales, integrales y especiales; monumentos naturales; paisajes 

protegidos; y sitios de interés científico. 

- Introducción de sistemas de seguimiento continuo del estado de los 

hábitats, así como su gestión. 

- Con carácter previo a la declaración de parques y reservas naturales será 

preceptivo que se elabore y apruebe el correspondiente PORN, ya sea de 

forma independiente, ya incorporado al PIO, y ello conforme al contenido 

que establece la legislación básica estatal. Excepción motivada en caso de 

urgencia es que se apruebe con posterioridad siempre que sea en el plazo 

del año siguiente a la declaración. 

 

 


